ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 09 003 2018 00084 01
 ACCIONANTE: JOSÉ MARINO ÁLVAREZ CIFUENTES VS. CASUR
ASUNTO: CONFIRMA  DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / SUSPENSIÓN PAGO PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES / REQUIERE AUTORIZACIÓN DEL PENSIONADO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / APLICA PARA EL PAGO DE LAS MESADAS CAUSADAS DURANTE LA INDEBIDA SUSPENSIÓN DEL PAGO.
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)

En este asunto en específico, si bien es cierto quedó establecida la calidad de sujeto de especial protección constitucional que ostenta el señor José Marino Álvarez Cifuentes, a quien se le había reconocido la sustitución pensional a favor en calidad de hijo inválido, también lo es que existe una exigencia dispuesta en el artículo 44 de la Ley 100 de 1993
 el que señala lo pertinente a la revisión de la pensión de invalidez, a la cual deben someterse todos los afiliados, que para este asunto serían los beneficiarios, que aleguen permanecer inválidos.

Por lo tanto, este Sala considera que la acción de tutela no fue creada para pretermitir o sustituir trámites administrativos o judiciales, estando vedado para el juez constitucional intervenir hasta el extremo de establecer el contenido y el alcance de las decisiones que las demás autoridades tienen por resolver, pues ello no sería otra cosa que la usurpación de sus funciones y de competencias. En este orden de ideas, esta instancia no puede ordenar por vía de tutela el levantamiento definitivo de la suspensión del pago de las mesadas pensionales a favor del señor José Marino Álvarez Cifuentes, sin que se verifique de nuevo su estado de invalidez.
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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, veintiuno (21) de noviembre de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.1035
Hora: 8:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada el abogado Óscar Darío Ríos Ospina, apoderado judicial del señor Mario Álvarez Cifuentes, quien actúa en calidad de curador del señor José Marino Álvarez Cifuentes, frente al fallo emitido el 10 de septiembre de 2018 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la tutela instaurada en contra dela Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR.


2. RESUMEN DE LOS HECHOS 

2.1. El señor José Marino Álvarez Cifuentes de 69 años de edad padece retardo mental y esquizofrenia, por lo que el 19 de diciembre de 2005  fue calificada su pérdida de capacidad laboral en 54.10%., quien posteriormente fue declarado interdicto por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal mediante sentencia del 13 de septiembre de 2007, siéndole nombrado como curador un hermano, pero tal designación le fue removida por dicho Despacho en providencia del 15 de mayo de 2015 y se nombró como nuevo curador a otro hermano, al señor Mario Álvarez Cifuentes.

El señor José Marino Álvarez Cifuentes como beneficiario de su padre, señor José Joaquín Álvarez Londoño, recibió la pensión de sobrevivientes en calidad de hijo discapacitado por parte de la Caja de Sueldo de Retiro de la Policía Nacional CASUR.  Sin embargo, la mesada pensional fue suspendida en marzo de 2017 con el argumento de que el señor Álvarez Cifuentes llevaba tres años sin haber sido valorado, exigencia legal que debía cumplirse periódicamente para lo cual se le requirió la historia clínica desde el momento en que presentó su patología, es decir, desde que nació.  En tal virtud, su curador visitó los hospitales que al parecer habían atendido a su hermano cuando era niño, pero no fue posible acceder a la información por haber transcurrido más de 50 años.
El señor Mario Álvarez Cifuentes no ha sido notificado por parte de CASUR de la decisión de suspender a su hermano la pensión de sobrevivientes y señala que la ausencia de las mesadas afecta gravemente tanto la calidad de vida de su pupilo, como la de su familia, toda vez que al estar a cargo del mismo, debe responder económicamente por sus necesidades especiales, si se tiene en cuenta que percibe un salario que no le alcanza para cubrir todos los gastos del hogar.
Señaló que el dictamen de PCL emitido por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda se encuentra en firme, es decir, no ha sido objeto de discusión y la invalidez del señor José Marino Álvarez Cifuentes persiste, lo que lo hace sujeto de especial protección constitucional por parte del Estado.

Solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales del señor José Marino Álvarez Cifuentes al debido proceso, seguridad social, igualdad, los de la tercera edad, mínimo vital y vida en condiciones dignas, ii) ordenar al Ministerio de Defensa – Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional CASUR para que en el término de la 48 horas a partir de la notificación del fallo, proceda a reactivar de manera total y permanente la mesada pensional a favor del señor José Marino Álvarez Cifuentes, la cual es entregada al señor Mario Álvarez Cifuentes en calidad de curador, iii) ordenar al Ministerio de Defensa – Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional CASUR para que en el término de la 48 horas a partir de la notificación del fallo, preceda a cancelar todas y cada una de las mesadas dejadas de percibir a partir del mes de marzo de 2017 e iv) inste al Ministerio de Defensa – Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional CASUR para que siempre que tome decisiones de suspensión de la mesada pensional al señor José Marino Álvarez Cifuentes realice la debida notificación del acto administrativo, motivando y explicando las razones al respecto (Fls. 1-5).

2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 6-51).

2.3.  Ni la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional  ni el Ministerio de Defensa se pronunciaron frente a la demanda de tutela, pese a haber sido notificados en forma oportuna del auto admisorio de la misma(Fls.53-58). 
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 10 de octubre de 2018 el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió tutelar los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital, vida en condiciones dignas y seguridad social del señor José Marino Álvarez Cifuentes y en tal sentido, dispuso (Fls. 59-65):

“Segundo: ORDENAR al representante legal de la Caja de Sueldo de Retiro de la Policía Nacional –CASUR- o a quien haga sus veces al momento de dar cumplimiento al fallo, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, adelante las acciones tendientes a la notificación de esta providencia, adelante las acciones tendientes a la notificación de la decisión que ordenó suspender los pagos de las mesadas pensionales del Sr. José Marino Álvarez Cifuentes y que diera origen a la presente acción de tutela, garantizando a plenitud el derecho al debido proceso.

Tercero: ORDENAR al representante legal de la Caja de Sueldo de Retiro de la Policía Nacional – CASUR- o quien haga sus veces al momento de dar cumplimiento al fallo, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas sigues a la notificación de esta providencia levante de manera transitoria, la suspensión del pago de las mesadas pensionales, lo cual se harán a partir de las que se causen posteriores al presente fallo y por el término de cuatro (4) meses, mientras se surte el trámite legal correspondiente, este es el reglado en la ley 100 de 1990 artículo 44 y se resuelve de manera definitiva sobre el asunto debatido.

Cuarto: ADVERTIR al accionante que la situación de especial protección constitucional del Sr. José Marino Álvarez Cifuentes, no es óbice para omitir el cumplimiento con los requisitos establecidos en la ley frente a la pensión de sobrevivientes, y que deberá ceñirse a las normas establecidas para tal fin.

Quinto: DESVINCULAR del presente trámite tuitivo al Ministerio de Defensa Nacional y a Sanidad de la Policía Nacional. (…)” 
El apoderado judicial del accionante fue notificado del anterior fallo el 10 de octubre de 2018 al correo electrónico tutelasjuridica@gmail.com (Fl. 66).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 16 de octubre de 2018, el abogado del actor consideró que el término de cuatro (4) meses dispuesto por el A quo para que levante la medida mientras se define el nuevo estado de invalidez objeto de la revisión que se entiende pretende CASUR  realizar sobre el señor José Marino Álvarez Cifuentes, el cual está sujeto a los preceptos establecidos en la Ley 100 de 1993, no es favorable a las garantías y derechos del mismo, toda vez que condiciona la reactivación de su mesada pensional de manera permanente a un trámite que es competencia de CASUR como es de solicitar una valoración, lo que a la fecha no se ha hecho.  Lo anterior, va en contra vía del debido proceso, ya que suspender la mesada por no cumplir un requisito que depende de un tercero y no del agenciado ni del accionante.
Igualmente, no estuvo de acuerdo cuando consideró el juzgado que las mesadas pensionales dejadas de percibir son de competencia de la jurisdicción ordinaria laboral, ya  que lo que se pretende es la protección de las garantías del señor José Marino, quien se ha visto afectado por la suspensión de la pensión, sin justificación alguna, lo que significa que existe una retención de la misma, lo que ha impedido satisfacer las básicas que requiere.

Solicitó que se acceda la tutela de los derechos al mínimo vital, seguridad social y protección de la tercera edad y en tal virtud, se ordene a CASUR que en el término de 48 horas, proceda a realizar el pago de cada una de las mesadas dejadas de percibir desde marzo de 2017 y las que siguieren causando (Fls. 67 y 6 8). 
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.4.1. La Ley 100 de 1993 por la cual se creó el sistema de seguridad social integral, el legislador estableció la pensión de sobrevivientes como una prestación cuyo propósito esencial es “la protección de la familia como núcleo fundamental de la sociedad, de tal suerte que las personas que dependían económicamente del causante puedan seguir atendiendo sus necesidades de subsistencia, sin que vean alterada la situación social y económica con que contaban en vida del pensionado o afiliado que ha fallecido. Por ello, la ley prevé que, en aplicación de un determinado orden de prelación, las personas más cercanas y que más dependían del causante y compartía con él su vida, reciban una pensión para satisfacer sus necesidades.”
 En desarrollo del principio de universalidad que rige la seguridad social, la Corte Constitucional indicó que
: “la pensión de sobrevivientes está prevista en beneficio tanto de todas las personas afiliadas al sistema de seguridad social, tanto las amparadas por el régimen de prima media, como aquellas que han optado por el régimen de capitalización individual, siempre con arreglo a las pautas fijadas en la ley, a fin de que la prestación cumpla su cometido en favor de sus auténticos destinatarios, esto es, que provea la protección que requieren los familiares más allegados del causante que, ante su ausencia, han quedado desamparados.
 
Así, en lo que toca a los requisitos para acceder a la pensión a que se alude, el artículo 46 de la Ley 100 de 1993, en la redacción del 12 de la Ley 797 de 2003, prescribe que pueden recibirla los familiares del difunto a quien se le hubiere reconocido una pensión de vejez o invalidez por riesgo común –pensionado– y, cuando no mediara reconocimiento pensional, los familiares de quien hubiere cumplido con un mínimo de semanas de cotización–afiliado–. Este Tribunal ha distinguido ambas situaciones, señalando que en la primera de las hipótesis se habla de sustitución pensional[13], al paso que en la segunda se trata estrictamente de pensión de sobrevivientes[14].
 
Igualmente, la ley se ocupa de precisar que no todos los parientes del fallecido pueden reclamar legítimamente la pensión de sobrevivientes, pues, se insiste, esta busca socorrer a los miembros más próximos del núcleo familiar que se enfrentan a una situación de indefensión cuando fallece el pensionado o el afiliado. En ese sentido, el artículo 47 de la misma obra, reformado por el 13 de la Ley 797 de 2003, circunscribe el beneficio pensional a los individuos que ostenten las siguientes calidades, en su orden:
 
“a) Cónyuge o compañero o compañera permanente o supérstite, de forma vitalicia o permanente dependiendo de la edad (30 años), si procrearon hijos e hicieron vida marital con el causante hasta su muerte y no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte;
 
“b) Hijos menores y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de estudio y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez;
 
“c) Padres del causante que dependían económicamente de este, en el evento de no existir cónyuge o compañero o compañera permanente e hijos con derecho,
 
“d) Hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste, a falta de cónyuge o compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho.”
 

5.5.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
5.5.1. Revisadas las pruebas que obran dentro del proceso y que fueron aportadas por el abogado del actor, esta Sala observa que el señor José Marino Álvarez Cifuentes nació el 13 de abril de 1949 (Fl.12), por lo que en la actualidad cuenta con 69 años de edad, fue valorado por la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda el 19 de diciembre de 2005 por los diagnósticos de retardo mental y esquizofrenia, entidad que concluyó: “De acuerdo a lo anterior y según lo preceptuado en el decreto 917 de 1999, el señor JOSÉ MARINO ÁLVAREZ CIFUENTES es inválido por contingencia común, con cincuenta y cuatro punto diez por ciento (54.10%) de pérdida de capacidad laboral y fecha de estructuración abril 13 de 1959”  (Fl. 15). Así mismo, quedó acreditado que CASUR consignaba al señor José Marino Álvarez Cifuentes lo respectivo a la sustitución de la pensión de sobrevivientes por ser hijo discapacitado hasta marzo de 2017 (Fls.17-22).   Sin embargo y según lo relatado por el apoderado del curador del señor José Marino Álvarez Cifuentes, se desprende que dicha entidad suspendió la pensión de sobrevivientes al señor Álvarez Cifuentes al parecer porque la entidad requiere valorar nuevamente al mismo con el fin de actualizar su PCL, requisito que el apoderado del actor no considera deba volverse a presentar ya que no se cuenta con las historias clínicas desde que nació el señor José Marino.

5.5.2.  De acuerdo a la anterior, para la Sala no es objeto de discusión la calidad del señor José Marino Álvarez Cifuentes como beneficiario del derecho pensional e hijo supérstite de su padre, a quien ya le habían reconocido la sustitución pensional.  Así mismo, aunque no obra copia de la sentencia que declaró interdicto al señor José Marino Álvarez Cifuentes y que tiene actualmente como curador al señor Mario Álvarez Cifuentes, se tienen por ciertas tales manifestaciones, pues la entidad no hizo pronunciamiento alguno frente a los hechos y pretensiones de la demanda de tutela.
5.5.3.  Así las cosas, las siguientes circunstancias sitúan al señor José Marino Álvarez Cifuentes en un estado de debilidad manifiesta como son: i) contar con 69 años de edad, ii) tener una pérdida de capacidad laboral mayor al 50% desde que tenía 10 años de edad, iii) haber sido declarado interdicto, iv) depender totalmente  de su hermano Mario Álvarez Cifuentes y v) ser un disminuido síquico a quien CASUR  le suspendió la pensión sustitutiva que le había sido reconocida.

5.5.4. En relación al principio de confianza legítima en las relaciones entre las autoridades y los particulares, la Corte Constitucional ha señalado que de conformidad con el artículo 83 de la Carta, el principio de buena fe gobierna las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas y en tal virtud, señaló que:
 
“A la luz de este precepto, se presume que las personas acuden ante la Administración movidas por un ánimo serio y probo que guían sus conductas, por lo cual los entes del Estado, a su vez, deben desplegar sus funciones observando los principios de “debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad” [22], de modo que no defrauden la confianza depositada por los ciudadanos en las instituciones legítimamente constituidas.
 
En tal sentido, el principio constitucional de buena fe está claramente orientado a “erradicar las actuaciones arbitrarias de parte de las autoridades públicas y de los particulares, ya que el fin perseguido es que los hechos de éstos se aparten de subjetividades e impulsos que generen arbitrariedad, y en consecuencia, se ciñan a niveles aceptables de certeza y previsibilidad.”[23]
 
Ahora bien: la buena fe se concreta a través de los principios de confianza legítima y respeto por el acto propio, los cuales patentan garantías para los sujetos y comportan límites a las atribuciones en cabeza de las entidades públicas, como lo ha desarrollado la Corte:
 
“Las actuaciones entre los particulares y la administración se rigen por el principio de buena fe, en sus dimensiones de confianza legítima y respeto por el acto propio. En desarrollo de los mismos, las autoridades administrativas deben adecuar sus manifestaciones a los imperativos de confianza, honestidad, decoro y credibilidad que dimanan de la Carta Política, de manera que los particulares puedan confiar en que la administración no va alterar súbitamente las condiciones que rigen sus relaciones con los particulares y en que no va a proferir decisiones que contravengan la línea conductual que soporte los vínculos que mantenga con los individuos.”[24]
 
Así pues, emanación del principio de buena es el de confianza legítima, el cual apareja que las autoridades públicas tienen la obligación de respetar las expectativas jurídicas y legítimas que, a raíz de sus actuaciones, crean en los particulares”.
 

Esta Sala considera que independientemente de si el beneficiario, José Marino Álvarez Cifuentes, debía someterse nuevamente a una valoración, CASUR no podía  desconocerle su derecho a seguir gozando de su pensión sustitutiva, sin notificarle tal decisión y obtener su consentimiento expreso, menos aún, si se trata del goce de un derecho constitucional como la seguridad social.  De tal manera, que la suspensión unilateral de la prestación aludida bajo un requerimiento legal necesario, sin que el curador del señor José Marino Álvarez Cifuentes le hubiera otorgado a CASUR su aprobación, vulnera el debido proceso.
5.5.5. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que la pensión es un acto jurídico que sólo podría adoptarse con su aprobación, y desde la Sentencia T-556 de 1997 había decido lo siguiente: “Al no existir la autorización expresa de la demandante no es posible proceder a suspenderle el pago de la sustitución pensional en forma unilateral, y el derecho a continuar disfrutando de la misma, pues ello equivale a dejar sin efecto el acto que creó en su favor una situación jurídica individual y concreta (…)” Por lo tanto, sin el consentimiento debía ser manifestado por el señor Mario Álvarez Cifuentes como curador de su hermano José Marino, el pago de las mesadas debe reanudarse.

5.5.6.  En este asunto en específico, si bien es cierto quedó establecida la calidad de sujeto de especial protección constitucional que ostenta el señor José Marino Álvarez Cifuentes, a quien se le había reconocido la sustitución pensional a favor en calidad de hijo inválido, también lo es que existe una exigencia dispuesta en el artículo 44 de la Ley 100 de 1993
 el que señala lo pertinente a la revisión de la pensión de invalidez, a la cual deben someterse todos los afiliados, que para este asunto serían los beneficiarios, que aleguen permanecer inválidos.
5.5.7. Por lo tanto, este Sala considera que la acción de tutela no fue creada para pretermitir o sustituir trámites administrativos o judiciales, estando vedado para el juez constitucional intervenir hasta el extremo de establecer el contenido y el alcance de las decisiones que las demás autoridades tienen por resolver, pues ello no sería otra cosa que la usurpación de sus funciones y de competencias. En este orden de ideas, esta instancia no puede ordenar por vía de tutela el levantamiento definitivo de la suspensión del pago de las mesadas pensionales a favor del señor José Marino Álvarez Cifuentes, sin que se verifique de nuevo su estado de invalidez. 

5.5.8. De accederse a la petición del apoderado de actor, sería ir en contra de las obligaciones legales a sabiendas de que son de imperativa observación no sólo para las instituciones creadas para este trámite, sino para las demás personas que sí cumplen con sus deberes y allegan los documentos para continuar disfrutando de las pensiones concedidas bajo ciertos requerimientos como es el fin perseguido por el curador del señor Álvarez Cifuentes. Por lo tanto, en aras de no quebrantar el derecho fundamental a la igualdad de los demás afiliados a CASUR, se confirmará la sentencia estudiada. Igualmente, esta Sala no se pronunciará con respecto al pago de las mesadas dejadas de cancelar desde marzo de 2017 por cuanto ese asunto deberá ser discutido en la jurisdicción ordinaria, tal como lo consideró el juzgado fallador de primer nivel.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 10 de octubre de 2018 por el Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira,  dentro de la acción de tutela interpuesta por el apoderado judicial del señor Mario Álvarez Cifuentes, curador del señor José Marino Álvarez Cifuentes en contra de CASUR.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� ARTÍCULO 44. REVISIÓN DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ.  El estado de invalidez podrá revisarse:


a. Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y proceder a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiera lugar.


Este nuevo dictamen se sujeta a las reglas de los artículos anteriores.


El pensionado tendrá un plazo de tres (3) meses contados a partir de la fecha de dicha solicitud, para someterse a la respectiva revisión del estado de invalidez. Salvo casos de fuerza mayor, si el pensionado no se presenta o impide dicha revisión dentro de dicho plazo, se suspenderá el pago de la pensión. Transcurridos doce (12) meses contados desde la misma fecha sin que el pensionado se presente o permita el examen, la respectiva pensión prescribirá.


Para readquirir el derecho en forma posterior, el afiliado que alegue permanecer inválido deberá someterse a un nuevo dictamen. Los gastos de este nuevo dictamen serán pagados por el afiliado;


b. Por solicitud del pensionado en cualquier tiempo y a su costa.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-012 de 2017


�  Sentencia T-012 de 2017


� ARTÍCULO 44. REVISIÓN DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ.  El estado de invalidez podrá revisarse:


a. Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y proceder a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiera lugar.


Este nuevo dictamen se sujeta a las reglas de los artículos anteriores.


El pensionado tendrá un plazo de tres (3) meses contados a partir de la fecha de dicha solicitud, para someterse a la respectiva revisión del estado de invalidez. Salvo casos de fuerza mayor, si el pensionado no se presenta o impide dicha revisión dentro de dicho plazo, se suspenderá el pago de la pensión. Transcurridos doce (12) meses contados desde la misma fecha sin que el pensionado se presente o permita el examen, la respectiva pensión prescribirá.


Para readquirir el derecho en forma posterior, el afiliado que alegue permanecer inválido deberá someterse a un nuevo dictamen. Los gastos de este nuevo dictamen serán pagados por el afiliado;


b. Por solicitud del pensionado en cualquier tiempo y a su costa.
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